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Brignoni Mártir, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de diciembre de 2019. 

 

Comparecen Bautista Reo PR Corp. (Bautista) y Capital Crossing 

Puerto Rico, LLC (Capital) (en conjunto, Apelantes) mediante el recurso de 

apelación de título. Solicitan la revisión de la Sentencia Parcial notificada el 

26 de abril de 2019 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan 

(TPI), en el caso civil núm. CA2018CV01027, Orlando Ortiz v. Pórticos del 

Sol Dev. Corp., et als. En ella, el TPI declaró ha lugar, en parte, la Moción 

de Desestimación por Falta de Jurisdicción presentada por las Apelantes y 

desestimó las causas de acción que instó en su contra la señora Ivonne 

Orlando Ortiz (Sra. Orlando o Apelada) a raíz de actos u omisiones de Doral 

Bank (Doral). A su vez, denegó dicha moción respecto a las causas de 

acción surgidas de las alegaciones en su contra como dueños del proyecto 

Pórticos del Sol en Carolina (Proyecto), a partir de la compra de los activos 

de Doral a la Corporación Federal de Seguros de Depósitos (FDIC, por sus 

siglas en inglés). 



 
 

 
KLAN201900654 

 

2 

Por los fundamentos expuestos a continuación, se confirma el 

dictamen apelado.  

I.  

El 31 de mayo de 2018 la Apelada instó su Demanda sobre nulidad 

e inexistencia de contrato de compraventa; de contrato de hipoteca y de 

escritura/pagaré de hipoteca contra varios codemandados, entre ellos las 

Apelantes. Afirmó que, en un contrato de compraventa suscrito en el 2011, 

adquirió por $199,000 el apartamento 201 del edificio A del Proyecto. Alegó 

que obtuvo el financiamiento para ello de Doral, quien también proveyó el 

financiamiento para la compra del terreno y la construcción del Proyecto. 

Señaló que, sin indicársele de algún problema con la segregación, el 29 de 

noviembre de 2011, fue citada para otorgar la escritura pública de 

Individualización, Liberación de Hipoteca y Compraventa de Propiedad 

Número 13. Indicó que ese día se otorgó la Escritura de Hipoteca Núm. 411 

y suscribió un pagaré por $199,000 a un interés anual de 2.99%, a favor de 

Doral para garantizar el pago del financiamiento. 

Afirmó que, desde que reside en la propiedad, ha sufrido problemas 

tales como falta de agua potable, desbordamiento del pozo séptico, y otros 

vicios de construcción. Indicó que, en una Carta Circular de 25 de octubre 

de 2012, que el presidente de Pórticos del Sol Development Corp. 

(Pórticos) cursó a los titulares, se le informó que, al constituirse el 

condominio, no se segregó la finca donde ubican Pórticos del Sol I y II, por 

lo que el Registrador del Registro de la Propiedad (Registro) requirió la 

aprobación de cada titular para la Escritura de Segregación y la creación 

de las servidumbres. Indicó que, el 19 de noviembre de 2012, ella y otros 

propietarios de Pórticos del Sol I, se reunieron con el desarrollador, quien 

les indicó que ese día advino en conocimiento que debía segregar dicho 

condominio de la finca que ocupa el Proyecto, lo que requeriría la anuencia 

de cada residente; que, por la falta de segregación, ellos advinieron a ser 

titulares de las casi 15 cuerdas del proyecto y respondían por el préstamo 

de construcción de $18 millones; que no acabaría las obras pendientes, 
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incluso las áreas comunes; que no participaría más en el Proyecto y que 

cancelaría los servicios de luz, agua, etc. Indicó que, al retirarse el 

desarrollador, en una Resolución Corporativa, Pórticos facultó al Sr. José 

R. Marchand Márquez (Sr. Marchand) para administrar el Proyecto. Agregó 

que, en un acuerdo de sentencia de ejecución por consentimiento de 17 de 

abril de 2013, Doral adquirió el Proyecto y, al hacerlo, contrató a Black Point 

Management (BP Management) para ayudarle a tramitar la segregación. 

Adujo que los problemas surgidos con la administración del Proyecto se 

trajeron a la atención de Pórticos, Doral y BP Management, pero estos 

hicieron caso omiso a ello.  

Alegó que, ya que varios titulares no consintieron para la 

segregación, Doral y Pórticos instaron una acción de sentencia declaratoria 

para que se declarase que bastaba el consentimiento del desarrollador 

para enmendar los Planos de Inscripción. La Apelada adujo que, una vez 

Doral cesó de operar en el 2015, la FDIC tomó control sobre sus activos y, 

luego, FirstBank adquirió de la FDIC parte de dichos activos, entre ellos, el 

pagaré hipotecario que grava el apartamento en cuestión. Señaló que en 

un “Bill of Sale” suscrito con el FDIC el 27 de marzo de 2015, Bautista 

adquirió las facilidades del Proyecto y, el 9 de abril de 2015, pidió la 

sustitución de parte en el caso de la sentencia declaratoria. Indicó que, el 

19 de septiembre de 2016, el TPI concedió dicha petición.  

La Sra. Orlando alegó que, a pesar de que accedió a la enmienda 

del Plano de Inscripción, pues se le garantizó que se podría resolver el 

asunto de la segregación, no se le informó que ese asunto afectaba su 

titularidad del inmueble. Afirmó que, por dos años, ella y otros residentes 

inquirieron sobre el proceso de segregación y corrección en el Registro, así 

como pidieron que se corrigiesen los problemas de administración y que se 

finalizara la construcción de las áreas comunes, pero los problemas 

persistían. Alegó que, en adición a ello, el Centro de Recaudaciones de 

Ingresos Municipales (CRIM) le cobró impuestos excesivos. En resumen, 

alegó que, luego de 7 años, las escrituras aun no estaban inscritas por lo 
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que ella no poseía la titularidad del inmueble a lo que se sumaba el 

sinnúmero de problemas que sufrió a raíz de la irresponsabilidad y mala fe 

de los codemandados quienes respondían por los sufrimientos que le 

causaron.  

En su primera causa de acción, afirmó que los codemandados se 

confabularon para engañarla y que el contrato de compraventa otorgado es 

nulo ya que se realizó sin la segregación requerida por ley lo que ha 

impedido que las escrituras de propiedad horizontal, de compraventa y de 

hipoteca ingresen al Registro. Señaló que Bautista, sucesor del 

desarrollador y cómplice de los hechos, al subrogarse en los derechos de 

Pórticos, es el verdadero dueño de la propiedad, quien debe asumir el 

préstamo hipotecario y responder por los daños. Alegó que, al ser un 

negocio jurídico inexistente, las partes deben restituirse lo pagado. En su 

segunda causa de acción, indicó que, al no inscribirse la escritura de 

hipoteca, esta no quedó constituida. A su vez, afirmó que, al ser nula la 

compraventa, nunca adquirió la titularidad del inmueble por lo que el 

contrato hipotecario carece de objeto y causa. Insistió en que, ya que el 

contrato de compraventa nulo no puede dar base para constituir la 

hipoteca, tanto el contrato de hipoteca y la escritura de hipoteca son nulas 

ab initio. Alegó que tanto Doral como FirstBank conocían del problema de 

segregación y la falta de titularidad y que, ya que FirstBank adquirió el 

crédito a sabiendas de ello, debía restituirle lo pagado por el préstamo 

hipotecario nulo. Solicitó que: se declare la nulidad de los contratos y 

escrituras; se declare extinta la deuda hipotecaria; no se afecte su crédito; 

se le devuelvan los pagos hipotecarios y por mantenimiento realizados; que 

el CRIM cancele el cobro de impuestos y que se imponga el pago de 

honorarios de abogado, intereses, costas y gastos.  

El 10 de septiembre de 2018, sin someterse a la jurisdicción del TPI, 

las Apelantes presentaron una Moción de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción. Alegaron que, como surgía de la Demanda, al suscitarse los 

alegados problemas, Doral era dueño de los préstamos y las facilidades de 
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crédito pues no fue hasta el 27 de marzo de 2015 que Bautista adquirió del 

FDIC. Aunque negaron tener relación con los alegados hechos, pidieron 

que, de cualquier modo, se desestimara de plano la Demanda ya que la 

Sra. Orlando incumplió con el requisito jurisdiccional de instar previamente 

un reclamo ante el FDIC. Pidieron que, al ser un documento público, se 

tomara conocimiento judicial de que, el 27 de febrero de 2015, el FDIC 

publicó una notificación en la que advirtió que las reclamaciones en contra 

de Doral debían instarse antes del 6/4/2015 y que, de ello no ocurrir, estas 

serían rechazadas. Afirmaron que no surgía de las alegaciones que la 

Apelada reclamase bajo el procedimiento administrativo ante el FDIC que 

fija la sección 1821 de la ley federal conocida como Financial Institutions 

Reform, Recovery and Enforcement Act (FIRREA), infra, dentro del término 

allí dispuesto y anunciado por el FDIC en los comunicados de prensa. 

Plantearon que, a raíz de ello, el TPI no tenía jurisdicción para atender 

cualquier solicitud de remedio en torno a actos, omisiones o derechos de 

Doral, de quien fue síndico el FDIC, y quien, a su vez, cedió las facilidades 

del proyecto a Bautista en el 2015, años después de suscitarse los 

supuestos problemas. Insisten en que la reclamación gira en torno a actos 

u omisiones de Doral y Pórticos. Resaltan que la Apelada conocía de los 

problemas que detalló en su Demanda, desde el 9 de noviembre de 2012 

por lo que debió instar su claim ante el FDIC. 

El 16 de octubre de 2018 la Sra. Orlando presentó una Oposición a 

Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción. Afirmó que 

reclamación de autos no surgió de ningún acto de Doral sino de la nulidad 

contractual de la compraventa suscrita por ella y los desarrolladores del 

proyecto Pórticos del Sol. Indicó que, ya que aplica el Código Civil, quien 

tiene la jurisdicción para declarar la nulidad del contrato es el TPI. Adujo 

que por años ha pagado por algo que, en derecho, no existe, lo que se 

suma a las condiciones deplorables que, como residente, ha tenido que 

soportar. La Sra. Orlando señaló que las Apelantes intentaron escudarse 

en una ley inaplicable para no formar parte del pleito aun cuando, como 
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titular y administrador, respectivamente, del Proyecto, son partes 

indispensables y responden por el fraude y engaño que con sus actos han 

perpetuado.  

El 2 de noviembre de 2018, sin someterse a la jurisdicción del TPI, 

las Apelantes presentaron una Réplica a “Oposición a Moción de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción”. Resaltaron que esta alegó que 

su reclamación surgió de la nulidad contractual de la compraventa suscrita 

con la desarrolladora Pórticos. Las Apelantes insistieron en que no tuvieron 

parte alguna de las transacciones y negocios entre Doral y Pórticos. 

Reiteraron que la única participación de Bautista ocurrió luego de haber 

adquirido las facilidades crediticias que le vendió el FDIC. Insistieron en 

que surge de las admisiones de la Sra. Orlando que sus reclamos nacen 

de los actos y omisiones de Doral y del desarrollador con quienes ellos no 

tienen relación alguna previo al 2015. Alegaron que tampoco tienen la 

potestad de satisfacer los remedios solicitados en la Demanda.  

En igual fecha, la Sra. Orlando presentó su Dúplica a Réplica a 

“Oposición a Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción”. Insistió 

en que las Apelantes intentaban utilizar subterfugios para que se 

desestimase el pleito a pesar de que conocían sobre su responsabilidad 

respecto a las alegaciones contenidas en la Demanda y la subsiguiente 

enmienda. Afirmó que, en un intento por evadir su propia responsabilidad, 

estos se contradijeron al argüir que el TPI carecía de jurisdicción mientras 

se relevaban a si mismos de responsabilidad. Reiteró que la nulidad de la 

compraventa del apartamento se debe a la falta de segregación del 

apartamento y del condominio. Alegó que lo que se segregó e inscribió en 

el Registro era el inmueble que ocupaba el proyecto que no se finalizó por 

lo que lo que existía en derecho “es una comunidad, entre la que se 

encuentra la parte demandante, que posee el proyecto en conjunto con el 

codemandado Bautista” y ella no se obligó a eso. Agregó lo siguiente:  

11. Por lo que resulta extraño, y no ha quedado claro, es porque el 
proyecto en sí, y el terreno en donde se encuentra, pertenece 
alegadamente a los codemandados y las hipotecas nulas a otras 
entidades. Si estos no tienen ninguna injerencia en los hechos del 
presente caso porque continuaron una solicitud de Sentencia 
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Declaratoria para que pudieran así llevar a cabo la segregación. A 
su vez porque tienen el manejo del proyecto y a través del 
codemandado, José Marchand, quien junto a los otros 
codemandados han mal informado a los residentes durante estos 
siete (7) años incluyendo a la parte demandante, del estatus del 
lugar que residen.1  

 

Insistió en que las Apelantes son partes indispensables, que estos 

responden por sus propios actos de engaño y fraude y que FIRREA no 

aplica a este caso.  

Luego de tener por sometida la moción de desestimación, en una 

Orden notificada el 16 de noviembre de 2018, el TPI ordenó la 

comparecencia de los abogados a una vista argumentativa respecto a 

dicha moción. Indicó que allí se discutirían las alegaciones de la Demanda 

y si, en efecto, las Apelantes eran partes indispensables en el caso. El 16 

de enero de 2019, se celebró dicha vista. Mediante Orden notificada el 7 

de marzo de 2019, a solicitud de parte, el TPI ordenó la paralización del 

descubrimiento de prueba hasta que dispusiese de la moción de 

desestimación.  

El 21 de marzo de 2019 la Sra. Orlando presento una Demanda 

Enmendada en la que incluyó como partes codemandadas al municipio 

autónomo de Carolina y al Lic. José E. De La Cruz Skerrett. Además de 

reiterar sus alegaciones, añadió una tercera causa de acción por falta de 

buena fe, responsabilidad civil precontractual y fraude. 

En la Sentencia Parcial aquí apelada, el TPI concluyó que, para 

poder reclamar contra las Apelantes por actos u omisiones de Doral la 

Apelada debió reclamar a tiempo ante la FDIC, como lo dispone FIRREA, 

infra, pero no lo hizo. Indicó que esta incumplió con dicho requisito a pesar 

de que conocía los hechos que originaron su petición antes de que Doral 

cesara de operar. Así, decretó que, al carecer de jurisdicción sobre ellas, 

procedía desestimar las causas de acción contra las Apelantes por hechos 

atribuibles a Doral y que precedieron a que Bautista adquiriese el Proyecto. 

No obstante, resolvió que Bautista y Capital, quien funge como su agente 

de servicio, debían permanecer en el pleito en cuanto a causas de acción 

                                                 
1 Véase, pág. 36 del Apéndice del Recurso.  
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referentes a sus propios actos y omisiones por eventos surgidos desde 

dicha adquisición. Indicó que, si bien Bautista no responde como sucesor 

de Doral, al adquirir las facilidades de la FDIC, se convirtió en dueño del 

Proyecto y la Apelada alegó que Bautista incumplió sus deberes como tal, 

al no atender los persistentes problemas con la segregación y los servicios 

básicos. Resaltó que Bautista sustituyó a Doral en el pleito en el que se le 

solicitó la segregación al TPI lo que refleja su capacidad para actuar acorde 

a su interés propietario en el Proyecto. Resaltó que, de declararse nula la 

compraventa, el apartamento le sería devuelto a Bautista, por lo que, ya 

que su interés propietario se podría ver afectado, era una parte 

indispensable. Además, denegó la moción de desestimación del Sr. 

Marchand pues concluyó que la Apelada podría tener una causa de acción 

contra este. Declaró ha lugar en parte y no ha lugar en parte la moción de 

desestimación de las Apelantes. 

Nuevamente, sin someterse a la jurisdicción del TPI, el 13 de mayo 

de 2019 las Apelantes instaron una Solicitud de Reconsideración. El 15 de 

mayo de 2019 el TPI declaró no ha lugar dicha moción de reconsideración.  

Inconforme, el 14 de junio de 2019, las Apelantes instaron el 

presente recurso y señalaron que el TPI cometió los siguientes errores:  

A. PRIMERO, ERRÓ EL TPI AL NO DESESTIMAR EN SU 

TOTALIDAD LA DEMANDA DEBIDO A QUE TODAS LAS 

ALEGACIONES, RECLAMACIONES Y CAUSAS DE 

ACCIÓN DE AL DEMANDA SE RELACIONAN CON ACTOS 

U OMISIONES DE DORAL Y/O EL DESARROLLADOR.  

B. SEGUNDO, EN LA ALTERNATIVA, EL TPI ABUSÓ DE SU 

DISCRECIÓN EL TPI [SIC] AL CONCLUIR QUE BAUTISTA 

ES EL “DUEÑO” DE LA PROPIEDAD.  

C. TERCERO, ERRÓ EL TPI AL NO DESESTIMAR EN SU 

TOTALIDAD LA DEMANDA POR FALTA DE 

JURISDICCIÓN, POR ESTIMAR QUE BAUTISTA Y CCPR 

SON PARTES INDISPENSABLES.  

El 27 de junio de 2019 la Sra. Orlando presentó su Memorando en 

Oposición a Apelación.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes y, a tenor del 

derecho aplicable, resolvemos.  

 

 



 
 

 
KLAN201900654    

 

9 

II. 

A. 

La Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece que 

deberá incorporarse como partes en un pleito “[l]as personas que tengan 

un interés común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia”. 

Los principios que subyacen dicho precepto son la protección 

constitucional que impide privar a las personas de su libertad o propiedad 

sin un debido proceso de ley, y la necesidad de que se dicten decretos 

judiciales completos. Colón Negrón v. Mun. Bayamón, 192 DPR 499, 510 

(2015). Ha reiterado el Tribunal Supremo que el interés de una parte 

indispensable ha de ser tal que “no puede dictarse un decreto final entre 

las partes en la acción sin lesionar y afectar radicalmente su interés, o sin 

permitir que la controversia quede en tal estado que su determinación final 

haya de ser inconsistente con la equidad y una conciencia limpia”.  (Énfasis 

en el original.) Íd.; Cirino González v. Adm. Corrección et al., 190 DPR 14, 

46 (2014). Deberá ser un interés real e inmediato, no especulativo ni futuro. 

Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 223 (2007).  

No existe ninguna fórmula que permita precisar si una parte es 

indispensable o no lo es. Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 732 

(2005).  Ha dicho el Tribunal Supremo que “[l]a determinación de si debe 

acumularse una parte depende de los hechos específicos de cada caso 

particular”. Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra. El enfoque del tribunal 

al efectuar este tipo de análisis deberá ser uno pragmático a tenor de los 

hechos, “incluso: el tiempo, el lugar, las alegaciones, la prueba y la clase 

de derechos e intereses en conflicto”. (Cita omitida.) Colón Negrón v. Mun. 

Bayamón, supra, págs. 511-512. Le corresponderá hacer un “análisis 

juicioso que incluya la determinación de los derechos del ausente y las 

consecuencias de no unirlo como parte en el procedimiento”. Íd., pág. 512; 

Romero v. S.L.G. Reyes, supra, pág. 733. 

 Ha reiterado nuestro Más Alto Foro que “la omisión de incluir a una 

parte indispensable incide sobre el debido proceso de ley que cobija al 
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ausente”. Colón Negrón v. Mun. Bayamón, supra, pág. 511. Ausente una 

parte indispensable el tribunal carecerá de jurisdicción para adjudicar la 

controversia. Íd. Es de tal arraigo el interés de proteger a dichas partes que 

la no inclusión de una de ellas en el pleito “constituye una defensa 

irrenunciable” que puede traerse en cualquier etapa del proceso, 

incluyendo la apelativa. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, 185 DPR 667, 678 

(2012); Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra. Incluso, ya que incide sobre 

la jurisdicción del tribunal, “los tribunales apelativos deben levantar motu 

proprio la falta de parte indispensable”. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 

supra, págs. 223-224. La sentencia que se emita en ausencia de parte 

indispensable es nula. García Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 

550 (2010). 

B. 

Como lo establece la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, antes de presentar una alegación responsiva, la parte demandada 

puede instar una moción en la que solicite la desestimación de la demanda 

instada en su contra. Aut. de Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 

409, 428 (2008). En lo pertinente, la regla dispone:  

Toda defensa de hechos o de derecho contra una reclamación se 
expondrá en la alegación responsiva excepto que, a opción de la 
parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse mediante 
una moción debidamente fundamentada: (1) Falta de jurisdicción 
sobre la materia; (2) Falta de jurisdicción sobre la persona; (3) 
Insuficiencia del emplazamiento; (4) Insuficiencia del 
diligenciamiento del emplazamiento; (5) Dejar de exponer una 
reclamación que justifique la concesión de un remedio; (6) Dejar de 
acumular una parte indispensable.  

 
Al examinar este tipo de moción, “los tribunales están obligados a tomar 

como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda y 

considerarlos de la manera más favorable a la parte demandante”. Rivera 

Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. FirstBank, 193 DPR 38, 49 (2015); Colón Rivera 

et al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1049 (2013). Para que proceda una moción 

de este tipo deberá demostrarse en ella, de forma certera, que la parte 

demandante “no tiene derecho a remedio alguno bajo cualquier estado de 

[D]erecho que se pudiese probar en apoyo a su reclamación, aun 
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interpretando la demanda lo más liberalmente a su favor”. Rivera Sanfeliz 

et al. v. Jta. Dir. FirstBank, supra.  

Dispone el inciso (5) de la regla que podrá solicitarse la 

desestimación de una demanda por el fundamento de que esta no esboza 

una reclamación que justifique la concesión de un remedio. Regla 10.2 (5) 

de Procedimiento Civil, supra. Al adjudicar una moción a base de este 

fundamento, el tribunal “tomará como ciertos todos los hechos bien 

alegados en la demanda y que hayan sido aseverados de manera clara y 

concluyente, y que de su faz no den margen a dudas”. Aut. de Tierras v. 

Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra. Ello pues “lo que se ataca es un vicio 

intrínseco de la demanda, no los hechos aseverados”. (Cita omitida.) 

Accurate Sols. v. Heritage Environmental, 193 DPR 423, 433 (2015). No 

deberá desestimarse la demanda salvo que se demuestre que la parte 

demandante “no tiene derecho a remedio alguno, bajo cualesquiera hechos 

que pueda probar” o si ésta puede ser enmendada. Aut. de Tierras v. 

Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra. El tribunal deberá considerar “si a la luz 

de la situación más favorable al demandante, y resolviendo toda duda a 

favor de éste, la demanda es suficiente para constituir una reclamación 

válida”. Íd.; Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497, 505 

(1994); Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842 (1991).  

Nótese que establece la Regla 10.8(c) de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, que “[s]iempre que surja, por indicación de las partes o de 

algún otro modo, que el tribunal carece de jurisdicción sobre la materia, 

éste desestimará el pleito”. El vocablo jurisdicción se refiere al “poder o 

autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos y controversias”. 

Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 (2012); S.L.G. Solá-

Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011). Los asuntos que 

conciernen a la jurisdicción son privilegiados y deben resolverse de modo 

preferente. Cruz Parrilla v. Depto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012). El 

tribunal debe evaluar con rigor cualquier cuestionamiento jurisdiccional y, 

si al hacerlo determina que no tiene jurisdicción para entender en el asunto, 

javascript:citeSearch('128DPR842',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('128DPR842',%20'MJPR_DPR')
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deberá desestimar la reclamación. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 

169 DPR 873, 883 (2007); Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  

En particular, la jurisdicción sobre la materia “se refiere a la 

capacidad del tribunal para atender y resolver una controversia sobre un 

aspecto legal” pues, “[c]uando no hay jurisdicción sobre la materia, el 

tribunal carece de autoridad y poder para entender en el asunto”. (Énfasis 

suplido.) Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122 (2012). Es norma 

reiterada que, ineludiblemente, la falta de jurisdicción sobre la materia 

conlleva las siguientes circunstancias: 

(1) no es susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 
otorgar voluntariamente al tribunal jurisdicción sobre la materia ni 
puede el tribunal arrogársela; (3) los dictámenes de un foro sin 
jurisdicción sobre la materia son nulos (nulidad absoluta); (4) los 
tribunales tienen el deber ineludible de auscultar su propia 
jurisdicción; (5) los tribunales apelativos deben examinar la 
jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y (6) un 
planteamiento de falta de jurisdicción sobre la materia puede 
hacerse en cualquier etapa del procedimiento por cualesquiera de 
las partes o por el tribunal motu proprio. 
Íd.; Aguadilla Paint Center, Inc. v. Esso Standard Oil, Inc., 183 DPR 
901 (2011). 

 

Es a tenor de la Regla 10.8 de Procedimiento Civil, supra, que podrá 

desestimarse una reclamación por ser de la jurisdicción de una agencia 

administrativa o de la esfera federal. González v. Mayagüez Resort & 

Casino, 176 DPR 848, 855 (2009). Ello implica que es al amparo de esta 

“que se ordena a los tribunales locales desestimar una acción civil cuando 

surge la falta de jurisdicción sobre la materia ante el foro aludido”. Íd.  

C. 

El desarrollo de la economía estadounidense incluyó el 

establecimiento de varias agencias federales para reglamentar la industria 

financiera y la banca. Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co, 155 DPR 

309, 322 (2001). En medio de la Gran Depresión, en aras de estabilizar las 

instituciones depositarias, el Congreso de los Estados Unidos aprobó 

varios estatutos y creó la creó la junta conocida como el Federal Home 

Loan Bank Board ("FHLBB"), la que se encargaría de regular dichas 

instituciones. Íd., pág. 323. A su vez, creó la corporación pública llamada 



 
 

 
KLAN201900654    

 

13 

Federal Savings and Loan Insurance Corporation (FSLIC), para servir 

como aseguradora de las instituciones depositarias. Íd.  

Ahora bien, en aras de enfrentar una nueva amenaza a la estabilidad 

de las instituciones depositarias surgida al final de la década de 1970, el 

Congreso aprobó el Financial Institutions Reform, Recovery, and 

Enforcement Act of 1989 (FIRREA), Pub.L. No. 101–73, 103 Stat. 183 

(1989), mediante el cual abolió el FHLBB y eliminó la casi insolvente FSLIC, 

sustituyéndola por la Federal Deposit Insurance Corporation. Íd. La FDIC 

es una agencia independiente creada para promover la estabilidad y la 

confianza pública en el sistema bancario nacional.2 Ante el cierre de un 

banco, lo que usualmente ocurre cuando este no puede cumplir con sus 

obligaciones, la FDIC tiene dos funciones: como aseguradora de los 

depósitos del banco, paga un seguro a las personas con depósitos, hasta 

el límite del seguro, y como “receptora” del banco, “asume la función de 

vender/obtener los activos del banco y de saldar sus deudas, incluyendo 

las reclamaciones de los depósitos que excedan el límite asegurado”.3  

FIRREA establece que, como conservator o receiver de la 

institución, el FDIC tiene la potestad, entre otros actos, de preservar y 

conservar sus activos y propiedades. 12 USC sec. 1821(d)(2)(B)(iv). Como 

receiver, la FDIC tiene la autoridad de determinar las reclamaciones y 

deberá así notificarlo:  

(3)Authority of receiver to determine claims 
(A)In general 
The Corporation may, as receiver, determine claims in accordance 
with the requirements of this subsection and regulations prescribed 
under paragraph (4). 
(B)Notice requirements The receiver, in any case involving the 
liquidation or winding up of the affairs of a closed depository 
institution, shall— 

(i) promptly publish a notice to the depository 
institution’s creditors to present their claims, together with proof, 
to the receiver by a date specified in the notice which shall be not 
less than 90 days after the publication of such notice; and 
(ii) republish such notice approximately 1 month and 2 months, 
respectively, after the publication under clause (i). 

(C)Mailing required 

                                                 
2 Federal Deposit Insurance Corporation, “Cuando quiebra un banco - Información para 
personas con depósitos, créditos y préstamos”, 
https://www.fdic.gov/consumers/banking/factssp/ (última visita: 20 de noviembre de 2019). 
3 Íd. 

https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
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The receiver shall mail a notice similar to the notice published under 
subparagraph (B)(i) at the time of such publication to 
any creditor shown on the institution’s books— 

(i) at the creditor’s last address appearing in such books; or 
(ii) upon discovery of the name and address of a claimant not 
appearing on the institution’s books within 30 days after the 
discovery of such name and address. 
12 USC sec. 1821(d)(3) 
 

Así, la FDIC enviará un comunicado a los acreedores con quien el 

banco tenga deudas y publicará comunicados en la prensa local.4 Dicho 

comunicado incluirá las instrucciones y los formularios necesarios para 

instar una reclamación contra la entidad receptora, e informará de la fecha 

límite para hacerlo.5 A su vez, FIRREA instituyó un proceso administrativo 

para adjudicar las reclamaciones en contra de las fallidas instituciones 

financieras bajo la sindicatura del FDIC en el que todo acreedor o persona 

tendrá que primero presentar su reclamación ante la receptora para una 

determinación administrativa de si debe ser pagada. 12 USC sec. 

1821(d)(3)-(13); FDIC v. Scott, 125 F.3d 254, 257 (5th Cir. 1997). En 

Acosta-Ramírez v. Banco Popular de Puerto Rico, 712 F.3d 14, 19 (2013), 

el Tribunal de Apelaciones del Primer Circuito explicó:  

FIRREA's statutory claims process requires the FDIC, upon 
appointment as receiver, to publish notice that the failed institution's 
creditors must file claims with the FDIC by a specified date, which 
must be at least ninety days after publication of the notice. 12 
U.S.C. § 1821(d)(3)(B)(i). If a claim is filed, the FDIC has 180 days 
to determine whether to approve or disallow the claim. Id. § 
1821(d)(5)(A)(i). Claimants then have sixty days from the date of 
disallowance or from the expiration of the 180-day administrative 
decision deadline to seek judicial review in an appropriate federal 
district court (or to seek administrative review). Id. § 1821(d)(6)(A).  
 

Mas aun, FIRREA impone limites sobre la jurisdicción de los 

tribunales para atender reclamos si la parte demandante ha incumplido con 

dicho proceso administrativo: 

(D)Limitation on judicial review Except as otherwise provided in this 
subsection, no court shall have jurisdiction over— 

(i) any claim or action for payment from, or any action seeking a 
determination of rights with respect to, the assets of 
any depository institution for which the Corporation has been 
appointed receiver, including assets which 
the Corporation may acquire from itself as such receiver; or 
(ii) any claim relating to any act or omission of such institution or 
the Corporation as receiver. 

                                                 
4 Federal Deposit Insurance Company, “Cuando quiebra un banco - Información para 
personas con depósitos, créditos y préstamos”, 
https://www.fdic.gov/consumers/banking/factssp/creditors.html (última visita: 20 de 
noviembre de 2019). 
5 Íd.  

https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/12/1821


 
 

 
KLAN201900654    

 

15 

12 USC sec. 1821(d)(13)(D) 

 
Nótese que no se trata de un requisito que no instituyó la jurisprudencia 

sino el estatuto mismo y que es de naturaleza explícitamente 

jurisdiccional.6 Rosa v. Resolution Trust Corp., 938 F.2d 383, 395 (3d Cir. 

1991). Repetidamente, se ha interpretado que el lenguaje de FIRREA al 

respecto refleja la intención congresional de que dicha regla es 

jurisdiccional.7 Acosta-Ramírez v. Banco Popular de Puerto Rico, supra, 

pág. 20. Fija el estatuto que es una vez se ha agotado el proceso 

administrativo que ocurrirá la revisión judicial. 12 USC sec. 1821(d)(6)(A); 

Waldron, Trustee for Venture Financial Group, Inc.  v. FDIC, 935 F.3d 844, 

849 (9th Cir. 2019)8. Al considerar si la limitación jurisdiccional aplica a 

reclamaciones en contra de una institución bancaria, un tercero que compre 

bienes de la institución fallida, en Acosta-Ramírez v. Banco Popular de 

Puerto Rico, supra, págs. 20-21, se expresó lo siguiente: 

Had this suit been brought originally against the FDIC, it would 
clearly have been jurisdictionally barred. See Simon, 48 F.3d at 56. 
We consider whether the jurisdictional limitation applies to suits 
seeking to make an end run around FIRREA's statutory claims 
process by suing the third-party purchasing bank. It does. 
As the Seventh Circuit summarized in Farnik v. FDIC, 707 F.3d 
717 (7th Cir.2013), the circuits that have considered whether 
FIRREA's judicial review restriction applies to third-party assuming 
banks "have interpreted it as focusing on the substance of a claim 
rather than its form." Id. at 722. Therefore, "the FIRREA 
administrative exhaustion requirement is based not on the entity 
named as defendant but on the actor responsible for the alleged 
wrongdoing." Id. at 723. 
Other circuits agree. In Village of Oakwood v. State Bank & Trust 
Co., 539 F.3d 373 (6th Cir.2008), the Sixth Circuit reasoned that 
even if the FDIC was not the named defendant, the claims related 
to acts or omissions of the FDIC as receiver and so the failure to 
comply with the statutory claims process barred the claim. Id. at 
386. 

                                                 
6  “Initially we note that we are not confronted with a judicially created exhaustion 
requirement, but with one that is mandated by statute. Further, Congress made this 
statutory exhaustion requirement explicitly jurisdictional. We are thus mindful of our 
responsibility to apply this requirement ‘with a regard for the particular administrative 
scheme at issue.’ See Weinberger v. Salfi, 422 U.S. 749, 765, 95 S.Ct. 2457, 2466, 45 
L.Ed.2d 522 (1975)”. Rosa v. Resolution Trust Corp., 938 F.2d 383, 395 (3d Cir. 1991). 
7  “FIRREA's plain language states that except as otherwise provided, no court has 
jurisdiction over the relevant types of claims, 12 U.S.C. § 1821(d)(13)(D)(i)-(ii), and the only 
judicial review provided for here is for suits filed within sixty days of the disallowance or the 
expiration of the decision period, id. § 1821(d)(6). We think that the provision's plain 
language makes it clear that Congress wanted the rule to be ‘jurisdictional,’ see Henderson 
ex rel. Henderson v. Shinseki, ___ U.S. ___, 131 S.Ct. 1197, 1203, 179 L.Ed.2d 159 
(2011).” Acosta-Ramírez v. Banco Popular de Puerto Rico, 712 F.3d 14, 20 (2013). 
8 “FIRREA provides for judicial review after exhaustion. See 12 U.S.C. § 1821(d)(6)(A) (if 
a claimant has exhausted a claim via FIRREA’s administrative process, ‘the claimant may 
... file suit on such claim ... and [the district] court shall have jurisdiction to hear such 
claim’)”. Waldron, Trustee for Venture Financial Group, Inc.  v. FDIC, 935 F.3d 844, 849 
(9th Cir. 2019). 

https://www.leagle.com/cite/707%20F.3d%20717
https://www.leagle.com/cite/707%20F.3d%20717
https://www.leagle.com/cite/707%20F.3d%20717
https://www.leagle.com/cite/707%20F.3d%20717
https://www.leagle.com/cite/539%20F.3d%20373
https://www.leagle.com/cite/539%20F.3d%20373
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In Benson v. JPMorgan Chase Bank, N.A., 673 F.3d 1207, the 
Ninth Circuit stated, "[l]itigants cannot avoid FIRREA's 
administrative requirements through strategic pleading." Id. at 
1209. The court found the plaintiffs' claims against the purchasing 
bank related to an act or omission of a depository institution for 
which the FDIC had been appointed receiver, triggering the 
jurisdictional bar. Id. at 1215. 
Finally, in Tellado v. IndyMac Mortgage Services, 707 F.3d 275, the 
Third Circuit held that because the plaintiffs' claim against the 
assuming bank was "not a claim of independent misconduct by [the 
assuming bank]," but existed "only because [the failed institution] 
had failed to provide proper notice of the right to cancel [the 
mortgage]," id. at 280, the jurisdictional limitation applied, id. at 
281. 
 

Similarmente, en Royal Car Rental v. Banco Popular de Puerto Rico, 524 

F. Appx. 721, 722 (1st. Cir. 2013), se resolvió lo siguiente:  

After the parties had briefed this appeal, but before oral argument, 
we held in Acosta–Ramirez that no court had jurisdiction over a suit 
for severance pay by former employees of Westernbank against 
Banco Popular. 712 F.3d at 15–16.   That was because the 
Financial Institutions Reform, Recovery, and Enforcement Act of 
1989, Pub.L. No. 101–73, 103 Stat. 183, requires that claims based 
on the actions of a failed bank be submitted to the FDIC through its 
administrative claims process. 12 U.S.C. § 1821(d)(3)-(13). If a 
claimant does not exhaust his or her administrative remedies, then 
“no court shall have jurisdiction over ․ any claim relating to any act 
or omission of” the failed bank. Id. § 1821(d)(13)(D).  At our 
request, the parties and the FDIC submitted supplemental briefs 
discussing whether we have jurisdiction over this appeal in light of 
Acosta–Ramirez. 
The appellant makes no persuasive argument that the complaint 
alleges a claim that is unrelated to the conduct of Westernbank. On 
the contrary, every allegation against Banco Popular “relat[es] to an 
act or omission of” Westernbank.  12 U.S.C. § 1821(d)(13)(D); 
 see Acosta–Ramírez, 712 F.3d at 21.   The appellants do not claim 
that they have availed themselves of the FDIC's administrative 
claims process.  Acosta–Ramírez, 712 F.3d at 21.   We therefore 
conclude that no court has jurisdiction over this case.  

 

Distintos circuitos han resuelto que el requisito de agotar el procedimiento 

administrativo de FIREEA no se basa en la entidad que sea nombrada 

como parte demandada sino en la parte actora que es responsable por la 

alegada conducta errada o indebida.9 Farnik v. F.D.I.C., 707 F.3d 717, 723 

(7th Cir. 2013). 

III. 
 

En su recurso, las Apelantes piden que tomemos conocimiento 

judicial de que este es uno de cuatro casos10 instados por residentes del 

                                                 
9 “Recognizing that strategic case captioning would allow creditors to completely bypass 
FIRREA's administrative process, we join our sister circuits and hold that the FIRREA 
administrative exhaustion requirement is based not on the entity named as defendant but 
on the actor responsible for the alleged wrongdoing”. Farnik v. F.D.I.C., 707 F.3d 717, 723 
(7th Cir. 2013). 
10 Casos civil núm.: CA2018CV01030, CA2018CV00180, CA2018CV01146. 

https://www.leagle.com/cite/673%20F.3d%201207
https://www.leagle.com/cite/673%20F.3d%201207
https://www.leagle.com/cite/707%20F.3d%20275
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Proyecto en el que se exponen iguales alegaciones contra las mismas 

partes y el único en el que no se desestimó la totalidad de la Demanda 

instada en su contra. Alegan que lo que el TPI tuvo ante sí no fue una 

moción de desestimación bajo la Regla 10.2(5) de Procedimiento Civil, 

supra, sino una por falta de jurisdicción sobre la materia por aplicación de 

FIRREA. Insisten en que, a tenor de FIRREA, el TPI no tiene jurisdicción 

pues, al dar por ciertas las alegaciones esbozadas, los “problemas” surgen 

de actos u omisiones de Doral o del desarrollador. Alegan que, aun si el 

TPI concluyó que ellos continuaron los actos del banco fallido, FIRREA le 

priva de jurisdicción en la medida en que se trataría de la continuación de 

actos u omisiones iniciadas por el banco fallido y la falta de cumplimiento 

con el procedimiento administrativo priva de jurisdicción al TPI de atender 

cualquier reclamación derivada de las acciones, omisiones o activos de 

Doral. Afirman que, en la vista argumentativa celebrada, la Apelada reiteró 

que Bautista se subrogó en los derechos de Doral. En torno al segundo 

error que señalan, piden que tomemos conocimiento judicial de los autos 

del caso F AC2014-3826 del cual surge que no hay ninguna sentencia de 

ejecución que haga a Bautista el titular en pleno dominio del Proyecto. 

Alegan que, ya que no se ha ordenado la ejecución de la sentencia, el TPI 

erró al catalogar a Bautista como dueño. Respecto al tercer señalamiento 

de error, alegan que la falta de jurisdicción sobre la materia no puede 

subsanarse con la acumulación de una parte “indispensable”. Aducen las 

Apelantes que, aun de concederse los remedios solicitados, ellas no 

pueden cumplir las obligaciones que recaerían bajo dicha sentencia.  

 Por su parte, en torno al primer señalamiento de error, la Sra. 

Orlando resalta que presentó una Demanda Enmendada y que no todas 

sus alegaciones giran en torno al banco fallido. Niega la aplicación de 

FIRREA pues se ha reconocido que la limitación jurisdiccional aplica 

cuando la causa de acción contra el banco sucesor surge de actuaciones 

del banco fallido, pero no hay que agotar remedios administrativos si se 

trata de una acción por actos independientes del banco sucesor. Aduce que 
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la inmunidad que confiere FIRREA es específica a actos u omisiones 

ocurridas previo a la adquisición. Insiste en que las Apelantes responden 

por incumplir con sus responsabilidades como dueño y agente de servicio 

a partir de la adquisición del Proyecto pues no atendieron los problemas de 

segregación y de los servicios básicos. En torno al segundo error señalado, 

alega que, aun cuando la sentencia apelada no le favorece, esta es 

correcta en derecho y protege los intereses de las Apelantes. Alega que las 

Apelantes admiten que el FDIC les cedió el Proyecto, lo que los 

responsabiliza de los actos que efectúen como dueños del predio. Destaca 

que hay un “Bill of Sale” que comprueba el traspaso del Proyecto a las 

Apelantes y que estos solicitaron unirse al pleito de sentencia declaratoria 

debido a su interés propietario. Cuestiona porqué estos intentaron inscribir 

el predio y lograr la segregación si no son los dueños. En torno al tercer 

error señalado, alega que las Apelantes son partes indispensables pues 

tienen un interés que podría verse afectado por la sentencia que en su día 

se dicte en este caso pues Bautista es dueño legal del predio no segregado 

y Capital quien lo administra. Alega que tiene un contrato con las Apelantes 

quienes han perpetuado las deficiencias del Proyecto.  

Antes de atender los méritos de los errores señalados, conviene 

reseñar los incidentes más relevantes de la vista argumentativa celebrada 

ante el TPI el 16 de enero de 2019. Copia de la transcripción de dicha vista 

consta en el expediente apelativo. En ella se consignó que, al exponer las 

alegaciones de su clienta, la representación legal de la Apelada indicó que, 

desde el 2011, habían transcurrido siete años, pero aun el lote no estaba 

segregado. 11  Argumentó que, “[l]os Martínez, que eran los dueños, 

desarrolladores de Pórtico, tenían su préstamo interino con Doral Bank en 

aquel momento. Ellos no le pagan a Doral y Doral, mediante sentencia de 

ejecución, adquiere el proyecto. Todo eso entre […] 2011 a 2014”.12 Señaló 

que, “en marzo de 2015 Bautista le compra al FDIC el crédito que Doral 

                                                 
11 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 7.  
12 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 9. 
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poseía en esta transacción comercial de Pórtico” y que, al comprar, 

Bautista solicitó una sustitución de parte en el pleito de sentencia 

declaratoria “y dice ya no es Doral, que es Bautista”.13 Afirmó que, aun 

cuando obtuvieron la sentencia declaratoria, “al día de hoy, Bautista no ha 

hecho nada”. 14  Al resumir la reclamación de la Sra. Orlando contra 

Bautista, indicó:  

LCDA. TORRES: Bueno, la causa de acción, Su Señoría, es que 
Bautista—si Doral no hubiese cerrado, estaría aquí Doral y Pórtico. 
Pero Doral obtiene ese crédito y ese es el crédito que Bautista 
compra al día de hoy. Por lo tanto, Bautista es el dueño y el que 
tiene la responsabilidad en ley de resolver este problema.15   
 

Aseveró que Bautista se subrogó en los derechos de Doral y que, 

desde el inicio,  el contrato de compraventa es nulo porque tiene una falla 

registral, a tenor del Código Civil.16 Adujo que, al comprar y subrogarse en 

los derechos y obligaciones del crédito que tenía Doral, Bautista “es una 

parte indispensable” así como Capital y no se puede desestimar la 

reclamación en su contra.17 Describió que Capital “es el servicer y quien 

representa en el edificio […] [e]l que le administra a Bautista y el que se 

encarga supuestamente de administrar el edificio”.18 Alegó que “todo este 

tiempo, tanto Bautista como Capital Crossing, le han estado diciendo a mi 

representada[…] que ellos tienen que cooperar para poder segregar ese 

lote” pero a pesar de varios intentos, al no tener los permisos, no han 

logrado la segregación.19 Afirmó que el Sr. Marchand, mediante resolución 

corporativa, fue nombrado representante de Pórtico y era la persona que, 

“junto con Capital Crossing, va de vez en cuando […] a Pórtico del Sol a 

amedrentar a las personas y […] a decirle a mi representada, que tienen 

que cooperar para que se segreguen [sic] el lote”.20 

La representación legal de las Apelantes arguyó la falta de 

jurisdicción del TPI bajo FIRREA. Al preguntársele qué fue lo que ellos 

                                                 
13 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, págs. 11, 12. 
14 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 12. 
15 Íd.  
16 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 13. 
17 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 15. 
18 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 16.  
19 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 19. 
20 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 23.  
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adquirieron, afirmó que “Bautista REO, Corp. adquiere del FDIC el 

préstamo que se da del desarrollo”, “el préstamo de construcción, que es 

el préstamo interino”. 21  Argumentó que los tribunales carecían de 

jurisdicción para atender cualquier reclamación relacionada “a esos actos 

o eventos que pasaron a ser en un punto dado del FDIC”.22 Caracterizó a 

Capital como un “servicer” que se limitaba a “llevar a cabo actos solicitados 

por el principal, que es el dueño del préstamo, que sería Bautista” pero 

negó que Capital tuviese que ver con los hechos. 23 Negó que las Apelantes 

fuesen partes indispensables pues, más allá del argumento de falta de 

jurisdicción sobre la materia, “al ser dueños del préstamo de construcción 

[…] realmente no tenemos ni siquiera el poder para cumplir con ninguna de 

las solicitudes que se presentan” en la demanda.24  

La representación legal de FirstBank resaltó que su única 

intervención con los hechos fue que adquirió del FDIC unas hipotecas, 

entre ellas, “la hipoteca de la demandante”.25 Expresó que FirstBank había 

“estado trabajando activamente con el administrador, con Bautista, 

solicitando y requiriendo que se completen los trámites necesarios para que 

OGPe haga las enmiendas necesarias a los permisos para así poder 

inscribir tanto el régimen como los lotes”.26 FirstBank adujo ser un acreedor 

y que “[l]a capacidad la tiene el administrador de Pórtico, Bautista, para 

poder ir allí al tribunal, decirle, “esto hay que corregirlo y esto es lo que hay 

que hacer”.27 Respecto a Bautista, la representación legal de FirstBank 

contestó lo siguiente:  

HON. JUEZA NAVAS: O sea, ¿que usted coincidiría conmigo que 
lo que dice Bautista que ellos únicamente lo que tienen es una 
acreencia no es correcto, ellos son los dueños? 
LCDO. TOUS:  Yo no le puedo decir realmente si son los dueños o 
no. Yo sé que tienen una acreencia. ¿Ve? Sé que intervinieron en 
el pleito de sentencia declaratoria y solicitaron la sentencia. La 
sentencia, entonces, determinó que Pórtico podía proceder con el 
caso.  
Entendemos que también ellos tienen un interés en ese 
procedimiento ante la Oficina de Permisos. O sea, según dijo el 

                                                 
21 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 26. 
22 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 28. 
23 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 29. 
24 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, págs. 31, 32. 
25 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 32. 
26 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, págs. 36-37. 
27 Véase, Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 39. 
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compañero, ellos, Bautista, recibió del FDIC la hipoteca. Esa 
hipoteca esta sobre todo ese terreno. ¿Qué van a hacer con ella? 
Si ejecutan esa hipoteca, ejecutan todos los apartamentos. O sea, 
obviamente, hay un interés legítimo de parte de ellos en cuanto a 
ese aspecto.28  

 

Ahora bien, la representación legal de las Apelantes afirmó que Bautista 

compró un préstamo, pero no lo ha ejecutado por lo que negó ser el dueño 

de la propiedad.29 Arguyó que el dueño es Pórticos. A su vez, alegó que la 

Apelada tuvo amplia oportunidad de hacer el reclamo que exige la ley 

federal como requisito jurisdiccional y no lo hizo.30 La representación legal 

de la Sra. Orlando insistió en que lo que aplica al caso no es FIRREA sino 

el Artículo 1227 del Código Civil y que es el TPI quien debe evaluar los 

elementos de la nulidad. Resaltó que, “cuando Bautista compra, compran 

un crédito pero ellos no compran a ciegas […]. Ellos tienen la oportunidad 

de hacer un ‘due dilligence’ y verificar que es lo que están comprando. De 

hecho, ellos, todos, […] como ya ellos mismos han declarado, sabían desde 

el inicio de la falta de segregación”.31 La Jueza pidió que se le presentara 

copia de la sentencia declaratoria. 

En síntesis, los tres señalamientos de error de las Apelantes 

apuntan a que erró el TPI al no desestimar la totalidad de la Demanda 

instada en su contra pues FIRREA priva de jurisdicción al TPI quien 

tambien erró al determinar que Bautista es dueño del Proyecto. Veamos.  

Surge del marco jurídico antes reseñado que, al evaluar si era 

necesario agotar el proceso administrativo de FIRREA lo esencial es 

precisar cuál es la parte responsable de la conducta que se alega en la 

demanda. En este caso, la Sra. Orlando ciertamente alegó hechos que 

giran en torno a la conducta de Doral en el manejo del otorgamiento del 

financiamiento, pues afirmó que, el día en que se suscribieron las escrituras 

de compraventa e hipoteca, no se le informó de ningún problema de 

naturaleza registral o con la segregación. Asimismo, trajo alegaciones en 

contra de Doral por sus supuestos actos y omisiones luego de adquirir el 

                                                 
28 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, págs. 39-40. 
29 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 56. 
30 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 62. 
31 Véase, Transcripción de la Vista de 16 de enero de 2019, pág. 64. 
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Proyecto y asumir el control de este. No hay duda de que la reclamación a 

raíz de dichos actos debió instarse en contra de Doral y, por lo tanto, solo 

se trajo en contra de las Apelantes porque Bautista adquirió activos de 

Doral. Esta cae bajo el ámbito de las reclamaciones para las que se debió 

agotar el procedimiento administrativo que establece FIRREA. Sin 

embargo, ello no ocurrió por lo que no erró el TPI en desestimar las 

reclamaciones instadas en contra de las Apelantes por hechos atribuibles 

a Doral y que ocurrieron previo a la adquisición de Bautista. Nótese que la 

Sra. Orlando se allanó a esa parte del dictamen objeto del presente 

recurso.32 

Sin embargo, esas no fueron las únicas alegaciones que trajo la Sra. 

Orlando en contra de las Apeladas. Destacamos las siguientes, que surgen 

de la Demanda y la Demanda Enmendada:  

3.21  El 27 de marzo de 2015, la FDIC y Bautista Reo Corp., 
suscribieron un “Bill of Sale” mediante el cual este último y 
adquirió las facilidades del proyecto Pórtico del Sol. Así las 
cosas el 9 de abril de 2015, Bautista Reo PR Corp., 
presentó una Moción de Sustitución de Parte Demandante 
en el caso de la Sentencia Declaratoria.  

3.22  […]. 
3.23  Luego del cese de operaciones de Doral Bank los titulares 

del condominio Pórtico del Sol I, incluyendo la demandante, 
sufrieron una interrupción del servicio de energía eléctrica, 
del servicio de agua potable y del recogido de basura. 
Durante ese tiempo la demandante tuvo que incurrir en 
gastos por mantenimiento del condominio.  

3.24  La demandante inquirió junto con los demás residentes por 
los siguientes 2 años, sobre el estatus del proceso de 
segregación y corrección en el Registro de la Propiedad, a 
FirstBank Puerto Rico y a Capital Crossing, quien 
representa a Bautista Reo PR Corp. en el proyecto y quién 
es supuestamente un “servicer” de este. Ante los residentes 
estos se han identificado como administradores del 
proyecto y tienen conocimiento de los diferentes problemas 
que tiene el proyecto. De hecho, nunca se le notificó a los 
residentes, incluyendo a la demandante, que Bautista Reo 
PR Corp. había adquirido el proyecto.  

3.25  A su vez la demandante y los demás residentes solicitaron 
varias veces que resolvieran el problema de administración 
del complejo e insistieron en la culminación de las áreas 
comunes que faltaban por construir. Aun así al día de hoy 
no han recibido una comunicación sobre el estatus del 
proceso de segregación y persisten los problemas con el 
complejo Pórtico del Sol I.  

3.26  La compañía Capital Crossing Puerto Rico LLC, quién 
representa a Bautista Reo PR Corp., ha hecho caso omiso 
a las peticiones de los titulares para que se corrijan los 
problemas en el complejo residencial. De hecho en 

                                                 
32 “La parte apelada se allanó a dicha Sentencia Parcial por entender que la misma se 
ajusta a derecho y que es de las propias actuaciones u omisiones de la parte apelante que 
la parte apelada podría tener una causa de acción que justifique un remedio, […]”. Véase, 
pág. 3 del Memorando.  
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comunicaciones con el Sr. Juan A. Crespo, AVP de Capital 
Crossing Puerto Rico LLC, este les refiere a que se 
comuniquen con el Sr. José Marchand Márquez para que 
este les indique una solución a los problemas inquiridos. 
Este último tampoco le ha informado a los residentes sobre 
el estatus del proyecto y los problemas registrales.  

…….. 
3.30  En resumen, Honorable Tribunal, luego de 7 años de su 

otorgación, las referidas escrituras aún permanecen sin 
inscribirse por la falta de segregación del apartamento y del 
Condominio Pórtico del Sol, lo que ha resultado en que la 
aquí demandante no posea la titularidad del inmueble […], 
a eso se suma el sinnúmero de problemas que ha sufrido 
ante la irresponsabilidad y mala fe de los demandados. Aquí 
los demandados se han continuado lucrando del engaño 
que se le ha hecho a la demandante. Todos y cada uno de 
los demandados han sido, de una manera u otra, 
responsables del sufrimiento que ha tenido que pasar la 
Sra. Ivonne Orlando Ortiz. Por eso le solicitamos a este 
Honorable Tribunal que conceda el remedio solicitado.33 

…….. 

4.36  Aquí el sucesor del desarrollador, Bautista Reo PR Corp., 
ha sido cómplice de toda esta problemática. Por lo tanto al 
subrogarse en los derechos de Pórtico Del Sol 
Development Corp., estos son responsables por los daños 
ocasionados y por el engaño a la demandante. Estos son 
los verdaderos titulares de la propiedad, y son los que 
deben asumir la obligación sobre el préstamo hipotecario.  

4.37  Su representante Capital Crossing Puerto Rico LLC, a su 
vez es parte indispensable por ser quién ha actuado en 
favor de este y patrocinado todo este esquema ilegal del 
cual también se ha lucrado, y ha hecho que la demandante 
incurra en gastos que no le correspondían.34 

 

Al considerar en conjunto las antes citadas alegaciones surge con 

claridad que en ellas no se esbozan hechos relacionados con bienes, actos 

u omisiones de Doral sino con la conducta de Bautista y Capital desde que 

intervienen en el Proyecto. Somos del criterio que el hecho de que Bautista 

haya adquirido bienes de manos del FDIC no puede interpretarse como una 

indemnidad perpetua ante las consecuencias jurídicas de los actos y 

omisiones que haya efectuado luego de suscribir el “Bill of Sale” el 27 de 

marzo de 2015. Difícilmente podría sostenerse un argumento de que, 

mediante dicha compra, Bautista adquirió solo los beneficios, pero no las 

responsabilidades que ello conlleva. A su vez, es menester distinguir que 

la reclamación de epígrafe es una que va más allá de ser una que 

meramente solicite remedios que involucren los activos de una institución 

bancaria fallida. 

                                                 
33 Véanse, págs. 8 y 9 del Apéndice del Recurso y págs. 8 y 9 del Apéndice del 
Memorando. 
34 Véase, pág. 14 del Apéndice del Recurso.  
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No ignoramos los argumentos de Bautista a los efectos de que no 

es el dueño del Proyecto. Llama nuestra atención que, en su alegato ante 

nos, si bien las Apelantes niegan que Bautista sea la dueña del Proyecto, 

indican lo siguiente:  

Tomando como ciertas las alegaciones de la Demanda, entonces, 
Doral asumió el control del proyecto. Por lo que el derecho sobre 
el control del desarrollo pasó a ser un activo de su patrimonio. Al 
cerrar Doral, entonces, el FDIC adquirió en sindicatura ese derecho 
o activo. Es decir, el derecho de control sobre el proyecto y sus 
problemas pasó a ser del [sic] Doral y, luego, del FDIC.35  
 

Ahora bien, lo que surge del expediente apelativo es que, como bien señaló 

el TPI, Bautista compró las facilidades crediticias del Proyecto. Conviene 

destacar que la Sra. Orlando alegó en su Demanda y Demanda 

Enmendada que “[m]ediante acuerdo de sentencia de ejecución por 

consentimiento del 17 de abril de 2013 Doral Bank adquirió el proyecto 

Pórtico del Sol”.36  En su alegato, las Apelantes admitieron que, en el caso 

civil núm. F AC2013-1786, Doral y Pórticos presentaron un “Acuerdo de 

Sentencia por Consentimiento a Tenor con la Regla 35.4 de las de 

Procedimiento Civil”.  

A ello se aúna que Bautista ha ejercido actos tales como la solicitud 

de sustitución de parte en el pleito de la sentencia declaratoria. En el 

apéndice de su alegato, las Apelantes anejaron copia de la Sentencia 

dictada en el caso F AC2014-3826, Pórticos Del Sol Dev. Corp. et als., v. 

Martínez Quintana, et als. Allí se indicó que, a raíz de una Moción para 

Sustituir Parte Demandante que presentó Bautista, en una Orden notificada 

el 27 de octubre de 2015, el TPI autorizó “que se sustituyera como parte 

demandante a Doral por Bautista”.37 Entre las determinaciones de hechos 

que se formularon en dicha sentencia se encuentra la siguiente:  

16. Hasta tanto no se corrijan los mencionados defectos en la 
Escritura Matriz: (i) el Régimen del Proyecto I no podrá ser inscrito 
en el Registro […]; (ii) las unidades de apartamiento vendidas en el 
Régimen del Proyecto I no constarán individualizadas en el 
Registro de la Propiedad; (iii) los propietarios de unidades del 
Régimen del Proyecto I no podrán contar con un título de propiedad 
inscrito sobre sus apartamientos; (iv) Doral Mortgage y Doral 
Recovery, ahora Bautista, no podrán inscribir las Hipotecas de 

                                                 
35 Véase, pág. 14 del Recurso.  
36 (Énfasis suplido.) Véanse, pág. 6 del Apéndice del Recurso y pág. 26 del Apéndice del 
Memorando.  
37 Véase, pág. 2 del Apéndice del Alegato.  
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Doral Bank y las Hipotecas; y (v) no se podrán constituir e inscribir 
el régimen de propiedad horizontal del Proyecto II, lo que entre 
otras cosas, le ha imposibilitado al Desarrollador el iniciar las 
ventas de las unidades del Proyecto II, así como vender las 
unidades disponibles del Proyecto I, lo que a su vez ha 
imposibilitado a Doral Recovery, ahora Bautista, de recibir pagos 
provenientes de dichas ventas para el recobro de su acreencia.38 
 

Así las cosas, es indudable que Bautista tiene un interés propietario sobre 

el Proyecto que podría verse afectado por el resultado que, en su día, tenga 

la reclamación de epígrafe. 

Cabe destacar que no ignoramos que este caso es uno de varios 

traídos contra las Apelantes y otros codemandados que giran en torno al 

mismo núcleo de hechos. Sin menospreciar de forma alguna la importancia 

de la uniformidad en la adjudicación de casos similares, tampoco podemos 

ignorar que no existen dos casos que sean exactamente iguales y que cada 

caso debe ser resuelto según las alegaciones y circunstancias particulares 

que sean traídas ante la persona del juzgador. Véase, Herrera, Rivera v. 

S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 DPR 774, 785 (2010). 

En resumidas cuentas, aunque las reclamaciones relacionadas a 

actos u omisiones de Doral quedaron fuera de la jurisdicción del TPI por la 

falta del agotamiento del procedimiento administrativo que establece 

FIRREA, no ocurre lo mismo con las alegaciones respecto a actos u 

omisiones de las propias Apelantes. No se cometieron los errores 

señalados. Procede confirmar el dictamen apelado.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la Sentencia 

Parcial.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

La Juez Méndez Miró disiente con opinión escrita. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

                                                 
38 Véase, pág. 5 del Apéndice del Alegato.  
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Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández 

Sánchez, la Juez Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró 

 

 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ MÉNDEZ MIRÓ 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de diciembre de 2019. 

Disiento con respeto. Procedía revocar la Sentencia 

Parcial del Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de San Juan (TPI), y desestimar la reclamación en su 

totalidad.  

Luego de examinar con cuidado las alegaciones que 

instó la Sra. Ivonne Orlando Ortiz (señora Orlando), 

concluyo que sus reclamos en contra de Bautista Reo PR 

Corp. (Bautista) y Capital Crossing Puerto Rico, LLC 

(Capital) están subsumidos en los reclamos en contra de 

Doral Bank y Pórtico del Sol Development Corp. 

(Pórtico). Es decir, se trata de una materia cuya 

jurisdicción exclusiva recae en el Federal Deposit 

Insurance Corporation (FDIC) al amparo del Financial 

Institutions Reform, Recovery and Enforcement Act, Pub. 

L. No. 101-73, 103 Stat. 183 (1989) (FIRREA). 
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En efecto, las alegaciones en contra de Bautista y 

Capital se resumen en que: (1) aun no se han corregido 

las deficiencias en el servicio de utilidades básicas; 

(2) no se han completado fases de la construcción; y 

(3) aun no se ha segregado el proyecto. Nótese que las 

alegaciones no se dirigen a una condición que se originó 

de un acto de Bautista o Capital. Más bien, se le imputa 

a Bautista y a Capital perpetuar la condición que creó 

los actos de Doral Bank y Pórtico. De hecho, la 

señora Orlando se refiere a Bautista como “cómplice de 

toda esta problemática” en su Demanda Enmendada. 39 

(Énfasis suplido). Por ende, se trata de reclamos que se 

tenían que presentar ante el FDIC, quien, al amparo de 

la FIRREA, tenía la jurisdicción exclusiva sobre los 

asuntos de Doral Bank. 

La señora Orlando enfrenta una situación 

complicada, pero a este Tribunal lo controla un 

obstáculo jurisdiccional insalvable.  

 

 

Gina R. Méndez Miró 

Juez de Apelaciones 

 

                                                 
39  Apéndice de Memorando en Oposición a Apelación, Demanda 

Enmendada, pág. 14. 


